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                                                                                                                                                                   “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                                    Héroe de la Nación Argentina” 

 

 
 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL 

TOMO 163 
 

COMPETENCIA. Competencia penal. Ausencia de acto promotor. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteada la cuestión de competencia y ordenar que bajen las actuaciones al 
Juzgado de Instrucción Formal de Octava Nominación a fin de que las remita al Ministerio Público Fiscal a sus efectos. 
DOCTRINA: De acuerdo al insoslayable principio "ne procedat iudex ex officio", la ausencia de actividad promotora impi-
de el ejercicio de la atribución de dirimir competencias, en tanto la existencia de una causa penal presupone la debida ins-
tancia de investigación formulada por un sujeto facultado para ello que posibilite tener por debidamente instada la jurisdic-
ción. 

Debe declararse mal planteado el conflicto de competencia si no se verifica en la causa la concurrencia de un acto 
promotor. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: ACTUACIO-
NES REMITIDAS POR EL JUZGADO NACIONAL EN LO CRIMINAL Y CORRECCIONAL FEDERAL Nº 8 –
DENUNCIA DE MARIJUAN, GUILLERMO – PIEZAS PERTENECIENTES- COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
34.785/11)  (Tomo 163: 657/662 - 16 /febrero/ 2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia en razón del turno, delito de estafa, falta de precisión de la fecha de 

consumación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Quinta Nominación, para 
intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación de la Acordada 8691, punto I, artículo 5º 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C CASTRO, 
GONZALO DAVID POR ESTAFA A DANNA BARTOLETTI, MIGUEL ÁNGEL – PIEZAS PERTENECIENTES – 
COMPETENCIA  (Expte. N° CJS 34.720/11)  (Tomo 163: 959/966 - 29 /febrero/ 2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia en razón del turno, inicio de las actuaciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Quinta Nominación, para 
intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Aplicación del pto. 5º de la Acordada 8691 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C AYALA, 
JULIO DANIEL POR ABUSO SEXUAL CON SOMETIMIENTO SEXUAL GRAVEMENTE ULTRAJANTE; CO-
RRUPCIÓN CALIFICADA A BENÍTEZ, SOFÍA ELIZABETH – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Ex-
pte. Nº CJS 34.898/11)  (Tomo 163: 1085/1090 - 01/marzo/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Excusación de todos los integrantes de un tribunal colegiado. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Cámara Primera en lo Criminal para juzgar en las inhibi-
ciones y, en su caso, intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Si la Cámara en lo Criminal que ha originado la cuestión de competencia no ha recibido el expediente por 
razones de turno, sino porque es el tribunal que sigue en orden de nominación a la Cámara cuyos integrantes se inhibieron 
de conocer en la causa por haber juzgado y ponderado la participación de un coimputado en el hecho por el que viene 
investigado, corresponde que se aplique el artículo 59, segundo párrafo del Código Procesal Penal, que regula el procedi-
miento ante la excusación de la totalidad de los integrantes de un tribunal colegiado, y no las normas que rigen la distribu-
ción de los expedientes por razones del turno. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar) 

        Producida la inhibición de todos los miembros de una Cámara del Crimen, el tribunal debió integrarse con los jue-
ces de la Cámara siguiente en orden de nominación y, previa notificación a las partes, resolver la inhibición planteada, es 
decir, si corresponde que se disponga el apartamiento de los primeros; aceptadas las inhibiciones, recién se radicarán las 
actuaciones en forma definitiva en el segundo de los tribunales nombrados. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y Cata-

lano) 

TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C SALVATIERRA, SERGIO RAÚL; CRUZ, GONZALO MARCOS; VIEIRA, SEBASTIÁN DANIEL POR ROBO EN 
POBLADO Y EN BANDA - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.626/11) (Tomo 163: 
483/490 – 01/febrero/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Art. 51 inc. 11 del C.P.P. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la inhibición formulada a fs. 485 por el señor Juez de Corte Dr. Abel Cor-
nejo, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Enemistad manifiesta. Aplicación del art. 51, inc. 11 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
VERGARA, ANDRÉS - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.745/11)  (Tomo 163: 293/296 - 01 /febrero/ 2012) 
 
EXCUSACIÓN. Art. 51 inc. 11 C.P.P. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a las inhibiciones formuladas por los señores Jueces de Corte Dres. Abel 
Cornejo y Sergio Fabián Vittar, para intervenir en autos. 
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DOCTRINA: La causal de “enemistad manifiesta” constituye circunstancia objetiva taxativamente prevista por el legisla-
dor, con encuadre normativo en los arts. 51 inc. 11 del Código Procesal Penal 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: QUERELLA POR CALUM-
NIAS E INJURIAS CONTRA JORGE FEDERICO BENJAMÍN MÉNDEZ INTERPUESTA POR SOFÍA S.A., EDICIO-
NES FLORENCIA S.A., HAENDEL S.A. Y EL TATA S.A. – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.484/11)  
(Tomo 163: 847/850 - 29 /febrero/ 2012) 
 
EXCUSACIÓN. Arts. 51, incs. 1º y 11 del C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las inhibiciones formuladas por el señor Presidente de la Corte de Justicia Dr. Gui-
llermo Alberto Posadas, y por los señores Jueces de Corte Dres. Gustavo Adolfo Ferraris, Guillermo Alberto Catalano, Abel 
Cornejo y Sergio Fabián Vittar. II. DECLARAR abstractos los planteos de excusación de las doctoras María Rosa Ayala y 
María Cristina Garros Martínez, al no ser ya integrantes de la Corte de Justicia. III. ACEPTAR las inhibiciones expresadas a 
fs. 2162 y 2164 por las Sras. Juezas de la Cámara del Crimen, Dras. Susana Sálico de Martínez y Ana Silvia Acosta de Me-
dina. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la inhibición formulada por Jueces de la Corte que concurrieron a dictar sentencia en la 
causa al expedirse sobre el recurso de casación oportunamente planteado (art. 51, inc. 1º del C.P.P.) 

A igual solución cabe arribar respecto a una magistrada, llamada a integrar la Corte que intervino anteriormente en 
la causa en calidad de Fiscal. 

La causal de “enemistad manifiesta” constituye una circunstancia objetiva taxativamente prevista por el legislador, 
con encuadre normativo en el art. 51, inc. 11 del Código Procesal Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz –Juez de Corte-, Pancio, Raúl Roman, Antonio María Morosini y Enrique Granata, -Jueces de 
Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C ALANÍS, ENRIQUE GUSTAVO; MATUS, 
FRANCISCO JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 30.916/07)  (Tomo 163:  803/808 - 23 /febrero/ 
2012) 
 
EXCUSACIÓN. Objeto 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas a fs. 160 y 163 por los señores Jueces de Corte Dres. 
Guillermo Alberto Catalano y Abel Cornejo, respectivamente. 
DOCTRINA: Constituye un imperativo para el Juez apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto, o de 
sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad jurisdiccional. 
Ello tiende a asegurar la más absoluta imparcialidad en los encargados de administrar justicia y hacer insospechables, en ese 
sentido, las decisiones judiciales. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: QUERELLA CONTRA LATO-
RRE, FRANCISCO JAVIER POR CALUMNIAS E INJURIAS EN PERJUICIO DE LATORRE, MARIA XIMENA; LA-
TORRE, MARIA EUGENIA; LLORIAN, GLORIA DEL VALLE; LATORRE, JOSÉ ANTONIO – RECURSO DE CA-
SACIÓN” (Expte. N° CJS 34.833 /11)  (Tomo 163: 1001/1006 - 29 /febrero/ 2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. Art. 51 inc. 13 C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las inhibiciones formuladas a fs. 79 y 83 por los señores Jueces de Corte Dres. 
Guillermo Alberto Catalano y Abel Cornejo. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la separación solicitada por el Magistrado, toda vez que sus razones no resultan suscep-
tibles de apreciación sino por quien las aduce, porque ello supone un estado subjetivo incompatible con el hecho de tener 
que intervenir y generar así una situación de conflictividad moral, que encuadra   dentro de la previsión del art. 51 inc. 13º 
del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C YARADE 
SARAVIA, MARÍA BELÉN – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 34.852/11)  (Tomo 163: 229/234 - 01 /febrero/ 2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. Art. 51 inc. 13 C.P.P. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la inhibición formulada a fs. 103 por el señor Juez de Corte Dr. Abel Cornejo, para 
intervenir en autos. 
DOCTRINA: Al resultar la causal invocada por el señor Juez de Corte de apreciación personal, el hecho de tener que inter-
venir en el presente proceso podría generarle una situación de violencia moral, por lo que corresponde aceptar su pedido de 
apartamiento. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.   CAUSA: C/C SORUCO, ALDO 
ALFREDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.575/11)  (Tomo 163: 901/904 -29 /febrero/ 2012) 
 
HONORARIOS. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios de la Dra. Liliana Mazzone, en la suma de $ 350 (pesos trescientos 
cincuenta) por su actuación en esta instancia. 
DOCTRINA: Aplicación de los arts. 4º incs. b), c) y d) y 5º del decreto ley nº 324/63, 15 de la ley 6730 y 1º del decreto nº 
1173/94, por remisión del art. 548 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: ESTRADA 
ESCOBAR, DIEGO MARIO - QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA (Expte. Nº CJS 29.178/06)  (Tomo 163: 867/870 - 
29 /febrero/ 2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Caducidad de instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 26/32 vta. 
DOCTRINA: La caducidad de instancia en los juicios por delitos de acción privada constituye una sanción procesal que se 
encuentra asociada a la circunstancia de no instar el procedimiento de modo injustificado y no constituye un supuesto de 
extinción de la acción. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini. CAUSA: CRUZ, NOR-
MANDO RUBÉN; VILLANUEVA, CARLOS ARGENTINO - QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO 
(Expte. N° CJS 34.565/11)  (Tomo 163: 631/636 - 16 /febrero/ 2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Extemporaneidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 17 y vta. 
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DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja, si el recurso denegado fue presentado extemporáneamente. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: QUERELLA POR CA-
LUMNIAS E INJURIAS, PRESENTADA POR EL DR. JOSÉ FERNANDO CHAMORRO EN REPRESENTACIÓN DE 
RAÚL ORLANDO FRANCHINI EN CONTRA DE ROBERTO ELIO GARECA – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN 
DENEGADO (Expte. Nº CJS 34.468/11)  (Tomo 163: 831/834 - 29 /febrero/ 2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Taxatividad 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 37/40 
vta. 
DOCTRINA: Fuera de los supuestos expresamente enunciados por el Código Procesal Penal, hay impugnabilidad objetiva 
en las resoluciones que pueden equipararse a sentencia definitiva por irrogar un gravamen irreparable o de difícil reparación 
ulterior. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C BUCH-
LLER, LUIS – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 34.323/11)  (Tomo 163: 721/726 - 16 
/febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual con acceso carnal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1403/1418. II. RECOMENDAR 
que se tomen las medidas señaladas en el considerando 8º, último párrafo del voto de la mayoría. 
DOCTRINA: En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen serias 
dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilina-
mente dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para 
no ser descubiertos. Este rasgo de la personalidad de los infractores a la integridad sexual no debe perderse nunca de vista, 
porque los infractores, los abusadores, los violadores o los ultrajadores tienen en común dos características: operar sobre la 
víctima desprevenida y elegir el momento del ataque, cuando nadie puede percatarse de su abyecto cometido. 
      Si bien la doctrina ha tratado de enfocar el bien jurídico con distintas palabras, analizando el contenido del art. 119, 
3er párrafo del C.P., puede afirmarse que la ley tiene en cuenta, en primer lugar, la libertad individual, en cuanto hace a la 
integridad sexual de las personas. Esta libertad puede ser entendida desde un doble aspecto, positivo-dinámico, por un lado, 
como la capacidad de libre disposición del propio cuerpo a los efectos sexuales, es decir el consentimiento de la víctima de 
mantener trato sexual con terceros con arreglo a su querer libre y consciente. Por otro, negativo-pasivo, esto es, la capacidad 
del sujeto para no ejecutar actos de naturaleza sexual que no desee. 
      Esta noción de libertad sexual se puede utilizar cuando la violación se comete mediante el empleo de fuerza o inti-
midación, habida cuenta de que no es necesario ningún requisito esencial de la víctima, en la cual se presume su capacidad 
de conocer y de valorar el alcance del acto que se pretende ejecutar. En síntesis de lo que se trata es de la violación de la 
autonomía de la voluntad del sujeto que es la base de todos los bienes jurídicos, en este especial caso, cuando se avanza en 
contra del ámbito de lo sexual. 
 La misma idea es la que guía el problema de los menores de 13 años, en este caso la protección es el ámbito de 
libertad, a lo que se agrega el problema de la inmadurez sexual de la víctima. Por eso en segundo lugar, además de la viola-
ción a la autonomía de la libertad, especializada en el ámbito sexual, se puede afirmar que también está en juego la intangi-
bilidad sexual o de indemnidad sexual. La doctrina ha afirmado que se trata de una invasión o el ataque de tal derecho me-
diante acciones violentas o abusivas que avasallan la libre e íntima decisión por parte del autor. (Del voto de los Dres. Cor-

nejo, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris) 

      La sana crítica racional y el deber de motivación de la sentencia, a su vez, imponen al tribunal de juicio una apre-
ciación integral y equilibrada de la prueba, lo que demanda que ante la discrepancia entre los diversos elementos de convic-
ción reunidos en la causa, la decisión de hacer prevalecer aquellos que se consideran de mayor valor para la demostración 
del hecho, deba ir necesariamente acompañada de la exposición de las razones de esa prevalencia. 
     La acumulación de indicios y su correlación entre si, permite llegar a un juicio de certeza apropiado. 
     La imposición de tratamientos para alguna adicción desde ningún punto de vista puede equipararse a la imposición 
de una pena, pues ésta siempre implica un mal para el condenado, en cambio aquéllos siempre serán en beneficio de la per-
sona a la que van dirigidos.  
     Dichas medidas guardan absoluta congruencia con los fines de la ejecución penal y con encuadre en el art. 1º de la 
ley 24660. Cabe recordar al respecto que, el cumplimento de los fines de la ley 24660 constituye una “propuesta ética, so-
cial y jurídicamente relevante” que se complementa con la determinación de coadyuvar a la adecuada reinserción social del 
interno y que el control judicial comprende, precisamente, que la ejecución penal “pueda lograr el fin que se propone la ley 
en su art. 1º”. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Díaz y Ferraris) 

      El recurso no puede proceder, si la decisión recaída en autos y puesta en crisis mantiene una congruente relación 
entre las premisas que establece y las conclusiones a las que arriba, la prueba producida y el derecho aplicado, todo lo cual 
aventa la acusación de trasgresión de las pautas de razonabilidad en la formación del juicio e impide su descalificación co-
mo acto jurisdiccional válido por el razonamiento del juez de mérito, en tanto el tribunal de sentencia ha ponderado los 
elementos de convicción esenciales confrontando los elementos de prueba colectados en la causa de conformidad con las 
pautas de un recto pensar, en un todo de acuerdo con el método de libre convicción del juez o sana crítica racional. 
      El derecho a recurrir del que goza el acusado le permite solicitarlo respecto de la mensura de la pena conforme a la 
doctrina del máximo rendimiento. (Del voto del Dr. Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA:  C/C PORTAL, MOISÉS ROMÁN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.516/10) (Tomo 163: 149/192 - 01 
/febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual con acceso carnal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 255/258. 
DOCTRINA: En el delito de abuso sexual la violencia del acto es uno de los elementos que lo caracteriza, pues afecta el 
bien jurídico protegido que es la integridad, la libertad sexual de la persona. Conforme al sistema de la sana crítica racional 
y al principio de libertad probatoria, le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para 
el esclarecimiento de la verdad. Ello significa que nada le impide emitir un pronunciamiento condenatorio sustentado  -entre 
otras pruebas- en el testimonio incriminante de la víctima, siempre y cuando aquél sea objeto de un riguroso análisis y se 
expongan los aspectos que determinan que le sea asignada credibilidad, convirtiéndolo en un elemento preponderante por 
sobre la negativa del acusado. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 



 4

El delito de abuso sexual –incluidos sus agravantes y calificantes- se configura siempre que por cualquier causa la 
victima no haya consentido el acto; la violencia –sea física o psíquica- es uno de los modos de comisión, pero no el único 
dentro de la fórmula genérica del primer párrafo del art. 119 del C.P., aplicable también a su tercer párrafo.  
 Ello es así porque, el bien jurídico protegido por los tipos en cuestión es la libertad individual en cuanto hace a la 
integridad sexual de las personas; lo cual comprende la libre disposición del propio cuerpo, la capacidad del sujeto para no 
ejercer acto de naturaleza sexual que no desee y, en definitiva, la autonomía de la voluntad del sujeto y su posibilidad de 
consentimiento sobre el acto sexual. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

      Si bien la doctrina ha tratado de enfocar el bien jurídico con distintas palabras, analizando el contenido del art. 119, 
3er. párrafo del C.P., puede afirmarse que la ley tiene en cuenta, en primer lugar, la libertad individual, en cuanto hace a la 
integridad sexual de las personas. Esta libertad puede ser entendida desde un doble aspecto, positivo-dinámico, por un lado, 
como la capacidad de libre disposición del propio cuerpo a los efectos sexuales, es decir el consentimiento de la víctima de 
mantener trato sexual con terceros con arreglo a su querer libre y consciente. Por otro, negativo-pasivo, esto es, la capacidad 
del sujeto para no ejecutar actos de naturaleza sexual que no desee. 
      Esta noción de libertad sexual se puede utilizar cuando la violación se comete mediante el empleo de fuerza o inti-
midación, habida cuenta de que no es necesario ningún requisito esencial de la víctima, en la cual se presume su capacidad 
de conocer y de valorar el alcance del acto que se pretende ejecutar. En síntesis de lo que se trata es de la violación de la 
autonomía de la voluntad del sujeto que es la base de todos los bienes jurídicos, en este especial caso, cuando se avanza en 
contra del ámbito de lo sexual. 
 En el supuesto contemplado por el art. 119, párrafo 3º del Código Penal, el acceso carnal, que significa la introduc-
ción del órgano genital masculino en el cuerpo de la otra persona, implícitamente se refiere a penetraciones capaces de posi-
bilitar una cópula sexual o un equivalente de ella, comprendiendo como modalidad comisiva otras formas de penetración 
diferentes de la vaginal. 
      En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el 
juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arri-
masen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme a las re-
glas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasación alguna. En consecuencia, le es dable al tribunal 
fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclarecimiento de la verdad y nada impide que un 
pronunciamiento condenatorio se sustente con el testimonio de la víctima, siempre y cuando, ésta sea objeto de un riguroso 
análisis y se expongan los aspectos que determinarán que le sea asignada credibilidad. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA:  C/C CORONADO, HÉCTOR LUIS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.127/10)  (Tomo 163: 345/364 - 
01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual con acceso carnal. Libertad Probatoria. Retractación de Testigos 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 234/238. 
 
DOCTRINA: Lo único no revisable es lo que surja directa y únicamente de la inmediación; esto es así porque se imponen 
limitaciones de conocimiento en el plano de las posibilidades reales y -en el nivel jurídico- porque la propia Constitución no 
puede interpretarse en forma contradictoria, o sea, que el principio republicano de gobierno impide entender un dispositivo 
constitucional como cancelatorio de otro.  
          Resulta evidente que no puede controlarse por vía de casación la impresión que los testigos pudieron causar en el 
tribunal de juicio, a no ser que ello esté basado en el puro subjetivismo de los magistrados y no surja de una razonada valo-
ración del contexto probatorio.  
     Resulta razonable y válido que el tribunal “a quo” rescate y haga prevalecer la declaración original de la menor y 
funde en ella la condena, siempre que tal proceder sea el producto de una correcta aplicación de los métodos que rigen la 
sana crítica racional. 
       Ante el particular supuesto de retractación de testigos, que genera naturalmente la incógnita de cuál de las versio-
nes es la verdadera, “en primer lugar se deberá indagar sobre los motivos de la retractación de lo que surgirá lo plausible, 
atendible o inverosímil de la justificación que el testigo suministre. En segundo lugar, en qué circunstancias ha variado el 
testigo su versión, tendiente a investigar si la misma responde a su libre y espontánea voluntad, o a la influencia, sugeren-
cias o a amenazas de terceros. Y en tercer lugar, confrontar ambas versiones con el resto del material probatorio analizando 
cuál de ellas se compadece mejor con el mismo”. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Díaz y Ferraris) 

     En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen serias difi-
cultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica de los ofensores actuar con sigilo y sibili-
namente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente 
para no ser descubiertos. Este rasgo de la personalidad de los infractores a la integridad sexual no debe perderse nunca de 
vista, porque los abusadores, los violadores o los ultrajadores tienen en común dos características: operar sobre la víctima 
desprevenida y elegir el momento del ataque, cuando nadie puede percatarse de su abyecto cometido. 
      Si bien la doctrina ha tratado de enfocar el bien jurídico con distintas palabras, analizando el contenido del art. 119, 
3er. párrafo del C.P., puede afirmarse que la ley tiene en cuenta, en primer lugar, la libertad individual, en cuanto hace a la 
integridad sexual de las personas. Esta libertad puede ser entendida desde un doble aspecto, positivo-dinámico, por un lado, 
como la capacidad de libre disposición del propio cuerpo a los efectos sexuales, es decir el consentimiento de la víctima de 
mantener trato sexual con terceros con arreglo a su querer libre y consciente. Por otro, negativo-pasivo, esto es, la capacidad 
del sujeto para no ejecutar actos de naturaleza sexual que no desee. 
       Esta noción de libertad sexual se puede utilizar cuando la violación se comete mediante el empleo de fuerza o inti-
midación, habida cuenta de que no es necesario ningún requisito esencial de la víctima, en la cual se presume su capacidad 
de conocer y de valorar el alcance del acto que se pretende ejecutar. En síntesis de lo que se trata es de la violación de la 
autonomía de la voluntad del sujeto que es la base de todos los bienes jurídicos, en este especial caso, cuando se avanza en 
contra del ámbito de lo sexual. 
 La misma idea es la que guía el problema de los menores de 13 años, en este caso la protección es el ámbito de 
libertad, a lo que se agrega el problema de la inmadurez sexual de la víctima. Por eso en segundo lugar, además de la viola-
ción a la autonomía de la libertad, especializada en el ámbito sexual, se puede afirmar que también está en juego la intangi-
bilidad sexual o de indemnidad sexual. 
      En el supuesto contemplado por el art. 119, párrafo 3° del Código Penal, el acceso carnal, que significa la introduc-
ción del órgano genital masculino en el cuerpo de la otra persona, implícitamente se refiere a penetraciones capaces de posi-
bilitar una cópula sexual o un equivalente de ella, comprendiendo como modalidad comisiva otras formas de penetración 
diferentes de la vaginal. 
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      La agravante del inciso b) del art. 119 del Código Penal no requiere de la convivencia de las personas, sino que es 
compatible con la solución de continuidad y con relaciones de más corta duración. La razón de la calificante por el vínculo 
en la nueva ley está dada exclusivamente por el hecho de que la relación parental facilite la tarea del autor. 
     Las reglas de la sana crítica reclaman que las manifestaciones contradictorias de un testigo sean analizadas para 
determinar cuáles de ellas son relevantes para el esclarecimiento de la verdad, ya que tales contradicciones no permiten sin 
más, que la declaración de la víctima, prueba de capital importancia, sea dejada de lado. (Del voto de los Dres. Cornejo y 

Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA:  C/C CAYETANO, RENÉ HILARIO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.335/10)  (Tomo 163: 319/344 - 
01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Acto inexistente. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la inexistencia procesal del escrito de fs. 719/722.     
DOCTRINA: El escrito de interposición firmado únicamente por el letrado constituye un acto jurídicamente inexistente, 
insusceptible de convalidación. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
FERNÁNDEZ, FEDERICO ALBERTO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 35.193/12) (Tomo 163: 129/132 – 
31/enero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisibles los recursos de casación interpuestos a fs. 5420/5424 
vta. y 5427/5431 vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del 
C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inc. 1º, 469 inc. 1º, 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
STUPP, VALDECIR; RODRÍGUEZ OLIVEIRA, JORGI ALDAIR; FRANZÓN, JAVIER ANTONIO; ROJAS, JOSÉ 
LUIS; ALMARAZ, JUAN OMAR; FALKOWSKI, GILBERTO; RINGEL, GERMÁN GUSTAVO; PEREYRA GARSKE, 
ALESSANDRO; GÓMEZ, WALTER RENÉ – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.202/09)  (Tomo 163: 49/54 
- 29/diciembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 316/320. II. OR-
DENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 469 inc. 1º, 467 y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C AGUIRREBENGOA, VÍCTOR NICOLÁS; ARREDONDO, MARCO ANTONIO - RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. N° CJS 34.886/11)  (Tomo 163:  217/222 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN.  Admisibilidad formal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 660/665 vta. II. 
ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incisos 1º, 2º, 3º, 469 inc. 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C SANTILLÁN, LUIS FERNANDO; LÓPEZ, BENJAMÍN EDUARDO; ESTRADA, SERGIO LUIS – RECURSO 
DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.636/11)  (Tomo 163:  223/228 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 57/62 vta. II. 
ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 1º, 468 inciso 4º y 472 del C.P.P.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C YARADE 
SARAVIA, MARÍA BELÉN – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 34.852/11)  (Tomo 163: 235/240 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 487/491 vta. II. 
ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incisos 1º y 3º, 469 inciso 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C JUÁREZ, NELSON SEBASTIÁN, JUÁREZ, WILFREDO RAFAEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° 
CJS 34.750/11)  (Tomo 163: 241/246 – 01/febrero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 459/461 vta. II. 
ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 2º, 469 inciso 1 y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.   DOCTRINA: Dr. Martini.   CAUSA: C/C 
VERGARA, ANDRÉS - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.745/11)  (Tomo 163: 297/302 - 01 /febrero/ 
2012). 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 172/176.II. OR-
DENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incisos 1º y 3º, 469 inciso 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Díaz, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C GALLARDO, REYNALDO SERGIO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.815/11)  (Tomo 163: 
303/308 - 01/febrero/ 2012) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 146/150.II. OR-
DENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días. (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 1º y 3º, 467, 469 inciso 3º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA:  C/C CRUZ, RAÚL ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34627/11)  (Tomo 163: 413/418 - 01 
/febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.    
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 676/699.II. OR-
DENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 3º, 469 inciso 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C 
MACHÍA, JUAN MIGUEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.842/11)  (Tomo 163: 491/496 - 01 /febrero/ 
2012). 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisibles los recursos de casación interpuestos a fs. 2110/2118 
vta., 2138/2144 y 2163/2166 vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 
474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incisos 1º, 2º y 3º,  468 inciso 2º, 469 inciso 1º y 472 
del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C ROMANO, MARIO FERNANDO; GÓMEZ, DAMIÁN NICOLÁS; GÓMEZ, ROBERTO NICOLÁS – RECUR-
SO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.837/11)  (Tomo 163: 517/524 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 49/54 vta.  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 1º, 469 inciso 5º, 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C GONZA, 
RENÉ RAMÓN  – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.529/11)  (Tomo 163:  715/720 – 16/febrero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 64/65.II. ORDE-
NAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 1º, 467 y cc. del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C SOLANO, 
CARLOS ANTONIO; PADILLA, CÉSAR RODOLFO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.919/11)  (Tomo 
163: 741/746 - 22 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 57/60.II. ORDE-
NAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incisos 1º, 2º y 3º,  469 inciso 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C VILTE 
GARCÍA, ALEX - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.533/11)  (Tomo 163: 747/752 - 22 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 192/198 vta. II. 
ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 3º, 469 inciso 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C MANSI-
LLA, HUGO MARCELO – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. N° CJS 34.988/11)  (Tomo 163: 835/840 - 29 /febrero/ 
2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 16/19.II. ORDE-
NAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 3º, 469 inciso 5º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C PORTAL, 
JOSÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 
34.960/11)  (Tomo 163: 841/846 - 29 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 241/244 vta. II. 
ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 1º, 469 inciso 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C CAMI-
SAY, LAURA EVANGELINA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.628/11)  (Tomo 163: 857/862 - 29 
/febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 74/76 vta.II. OR-
DENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incisos 1º y 3º, 467 y 472 del C.P.P.  
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TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Catalano, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C RAMÍ-
REZ, ROXANA ELIZABETH – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.454/11)  (Tomo 163: 871/878 - 29 
/febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 153/161 vta. II. 
ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 3º, 469 inciso 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C LÓPEZ, 
JOSÉ ANDRÉS - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.966/11) (Tomo 163: 953/958 - 29 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 142/145.II. OR-
DENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.).  
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 incisos 1º y 3º, 469 inciso 1º y 472 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini. CAUSA:  C/C ISELLA, 
JOSÉ OSCAR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.620/11)  (Tomo 163: 967/972 – 29/febrero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisible el recurso de casación interpuesto a fs. 144/150. II. OR-
DENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 1º, 468 y 472 del C.P.P. 
RIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: QUERELLA CONTRA LATORRE, 
FRANCISCO JAVIER POR CALUMNIAS E INJURIAS EN PERJUICIO DE LATORRE, MARIA XIMENA; LATO-
RRE, MARIA EUGENIA; LLORIAN, GLORIA DEL VALLE; LATORRE, JOSÉ ANTONIO – RECURSO DE CASA-
CIÓN (Expte. N° CJS 34.833/11)  (Tomo 163: 1007/1012 - 29 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Admisibilidad formal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente admisibles los recursos de casación interpuestos a fs. 127/128 vta. y 
129 y vta. II. ORDENAR que se ponga el expediente en la oficina por el término de quince días (art. 474 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Admisibilidad formal por aplicación de los artículos 466 inciso 2º, 467, 472 del C.P.P.  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C MAMANÍ, 
JOSÉ ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.696/11) (Tomo 163: 1099/1104 - 01/marzo/ 2012). 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Apremios legales. Certificado médico; fuerza probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 345/364.  
DOCTRINA: Conforme a las disposiciones del derecho civil (art. 979 del C.C.) y tercer párr. del art. 77 del C.P., el certifi-
cado médico es un instrumento público cuya fuerza probatoria se mantiene plena y hace plena fe en tanto no sea argüido de 
falso (art. 993 del C.C.) al haber sido otorgado por un funcionario público actuando en ejercicio de facultades legales confe-
ridas y en la esfera de su competencia. 
            La figura penal de apremios ilegales se satisface cuando se dispensa un trato violento en el ejercicio de la función 
policial que genera un daño en la integridad física. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C ROJAS, 
MARCELO ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.541/10)  (Tomo 163: 981/990 - 29 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Arbitrariedad. Valoración de la prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 2595/2600 vta. y su adhesión de 
fs. 2689/2692 vta. 
DOCTRINA: La mera disconformidad del recurrente con la valoración de la prueba producida en modo alguno justifica la 
tacha de arbitrariedad de la sentencia. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C PEREYRA, NICOLÁS FRANCISCO; MARTÍNEZ, CLAUDIO RAMÓN; PEREYRA, JUAN RAMÓN; AMA-
DOR, WALTER JESÚS; NÚÑEZ, LUIS DANIEL; ROJAS, CARLOS MIGUEL ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 33.766/10)  (Tomo 163: 209/216 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de casación deducido a fs. 82/83. 
DOCTRINA: Corresponde declarar abstracto el recurso de casación, si a la fecha del informe del Registro Nacional de Re-
incidencia ha operado la prescripción de la acción penal, pues es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendien-
do al estado de cosas existentes al momento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en 
el curso del proceso han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA:  C/C SAJAMA, 
DANIEL MARCELINO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.641/09)  (Tomo 163: 705/710 - 16 /febrero/ 
2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo; conducción antirreglamentaria de automotor, culpa de la 

víctima, valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 162/163 vta. 
DOCTRINA: En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica racional. 
Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, 
sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de 
valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
            En los tipos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, siempre que sea 
previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción del resultado, lo que equivale a 
decir que se hace necesario determinar si entre la conducta del agente y el hecho existe un nexo de antijuridicidad, en tanto 
sólo se justifica atribuir el resultado si éste fue causado por una conducta descuidada y por ello antijurídica. 
           El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda. 
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           Es responsable del delito de homicidio culposo el acusado, si de las pruebas arrimadas a la causa se demuestra el 
nexo de causalidad entre la imprudencia y negligencia del imputado y la muerte de la víctima, y la culpa en la producción de 
la colisión encuentra arraigo en las declaraciones prestadas en la audiencia de debate. 
           El imputado omitió observar un mínimo de prudencia, si no tomó las precauciones necesarias que le eran exigibles 
para evitar la producción del evento, a pesar de la buena visibilidad con la que contaba, el buen estado del tiempo, la hora 
del día y el lugar en el que se produjo el infausto suceso, y de los elementos de prueba colectados, se desprende que la ca-
mioneta conducida por él transitaba por el medio de la calzada y no por su carril derecho que es el que le correspondía ocu-
par, y el tribunal ha descartado que la víctima haya circulado en contramano. 
 Cuando la conducta culposa del afectado confluye con la del acusado, es un factor que tiene relevancia a los fines 
de una necesaria consideración para una adecuada mensura de la pena. Este último aspecto, puede en todo caso servir para 
atenuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no tiene el efecto de eliminarla. 
            En materia penal, a diferencia del ámbito civil, no incide la existencia de culpa concurrente. No hay por ello una 
neutralización de culpas recíprocas. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Posadas)    

             Corresponde absolver al acusado del delito de homicidio culposo, si en la causa existen importantes circunstancias 
discrepantes y además, frente a ellas no existe otro elemento de convicción legítimamente incorporado al proceso que acre-
dite una u otra versión en colisión. 
            Si de la apreciación cumplida en casación se observa que el tribunal de juicio no contaba con elementos suficientes 
para motivar el estado de certeza necesario para condenar, corresponde disponer la absolución de la acusada por el beneficio 
de la duda. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA:  C/C NIEBA, 
GERMÁN - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.515/10) (Tomo 163: 677/690 - 16 /febrero/ 2012). 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma. Principio de libertad probatoria.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 602/605 vta.  
DOCTRINA: El principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente aludidos 
por la ley, da un margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier elemento razonablemen-
te apto para establecer la verdad. 
 El sujeto activo de un desapoderamiento compulsivo (robo), que sabiendo que dispone de un arma lo hace conocer 
a su víctima cualquiera sea el modo (blandiéndola o mostrándola, entre otros), logra con ello vencer más fácilmente la resis-
tencia al despojo. Crea con tal actitud un mayor riesgo hacia el agraviado y a la vez simplifica su labor delictiva. Es en esa 
interacción de sujeto activo y pasivo en el que ambos saben los diferentes roles que encarnan, uno dueño de la situación 
controlándola con un plus de violencia que es la tenencia del arma útil y el otro dominado por el peligro al que es expuesto, 
donde se advierten las ventajas o facilidades que aquél obtiene para delinquir, que justifican plenamente la aplicación de la 
figura agravada. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
TARIFA, ALDO YONI; GERÓN, SERGIO HÉCTOR MAURICIO (M); GUERRERO, DANIEL ARNALDO – RECUR-
SO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.147/10)  (Tomo 163: 63/68 – 29/diciembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Error de derecho extra penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 149/152 vta. y, en su mérito, dejar sin 
efecto la condena dispuesta en el pto. II de la sentencia de fs. 141 y vta. y absolver a Liliana Gladys Rodríguez y Benedicta 
Aguirre Cazón, y dejar sin efecto la orden de desalojo dispuesta en el punto III) de ese dispositivo.  
DOCTRINA: Es admisible la ignorancia o error sobre una ley, reglamento o precepto jurídico extra-penal, cualquiera que 
sea su naturaleza, cuando su conocimiento atañe a la comprensión del acto objeto de la imputación. Tanto el error como la 
ignorancia pueden eximir la responsabilidad, cuando, recayendo sobre las circunstancias que fundamentan la antijuridicidad 
del hecho, impiden que el agente comprenda su criminalidad. Un error o ignorancia de esta especie no vuelve legítimo el 
hecho típico, sino que sólo excluye la culpabilidad del autor. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C AYARDE 
AGUIRRE, KARINA FABIANA; AGUIRRE CAZÓN, BENEDICTA; RODRÍGUEZ, LILIANA GLADYS – RECURSO 
DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.718/10)  (Tomo 163: 779/788 - 22 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Costas y honorarios. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 164 y vta.  
DOCTRINA: Las cuestiones referidas al financiamiento del proceso como lo son las costas y honorarios resultan, como 
principio, extrañas al recurso de casación, aunque la vía puede ser excepcionalmente admitida para controvertir decisiones 
afectadas por arbitrariedad o absurdo, cuyo señalamiento puntual debe efectuarse en el escrito de interposición, con el obje-
to de que “ab initio” sea apreciable la posible existencia de un agravio constitucional. 

Es formalmente inadmisible el recurso de casación si en el escrito de interposición el recurrente se limita a referir 
que los términos de la absolución permiten establecer que el querellante contaba con razón notoria para litigar y, sin embar-
go, ello no pone en evidencia que con la aplicación del principio de la derrota consagrado en el artículo 545 del Código 
Procesal Penal se haya incurrido en el caso en una violación legal, pues esa norma define a la eximición de costas como una 
facultad discrecional del juzgador, y en modo alguno le impone un deber de distribución de gastos cuando media el motivo 
evidente para litigar. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLA 
POR CALUMNIAS E INJURIAS INTERPUESTA POR EL DR. VAN CAWLAERT, CARLOS CONTRA BRUNETTI, 
FLORENCIA DE LOS ÁNGELES – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.693/11)  (Tomo 163: 737/740 - 17 
/febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Resolución de la Cámara de Acusación que revoca  el sobresei-

miento, garantía de la doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisibles los recursos de casación interpuestos a fs. 697/708 y a 
fs. 713/721 vta.  
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación, si se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolu-
ción cuestionada que dispuso el sobreseimiento, en razón de haber intervenido el tribunal de apelación al que accedió el 
imputado haciendo uso de la vía ordinaria, con lo que se satisface la garantía de la doble instancia mediante un recurso que 
permitió discutir cuestiones de hecho y de derecho. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Garros Martínez y 

Posadas) 
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 Corresponde declarar formalmente admisibles los recursos de casación deducidos si se encuentran reunidos los 
elementos de orden formal su procedencia. (Del voto del Dr. Cornejo) 
           Es formalmente admisible la casación en que se cuestiona la resolución que dispone el sobreseimiento donde el 
tribunal se fundó en un razonamiento contradictorio y sin la producción de prueba que resultaba necesaria y decisiva para 
resolver el caso. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C ANSELMI MAGNONE, GUSTAVO JUAN - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.308/11)  (Tomo 163: 
431/444 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Resoluciones dictadas por los Jueces Correccionales y de Garantías 

en el procedimiento sumario. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 82/92. 
DOCTRINA: Las resoluciones dictadas por los Jueces Correccionales y de Garantías en el procedimiento sumario son im-
pugnables mediante el recurso de apelación ordinario, ante la Cámara de Acusación, porque deben estar imbuidos de dina-
mismo y entonces éste se presenta como el más adecuado a esos fines, no así el recurso de casación que debe cumplir diver-
sas etapas procesales que conllevan un lapso mayor. 

El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra concretamente con-
dicionado por un conjunto de pautas restrictivas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabilidad objetiva y 
subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA:  C/C SORUCO, ALDO 
ALFREDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.575/11)  (Tomo 163: 905/910 - 29 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Taxatividad de los recursos; resolución que rechaza excepción de 

litispendencia; ausencia de sentencia definitiva.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 492/494 vta. 
DOCTRINA: En virtud del principio de taxatividad de los recursos consagrado por el artículo 443 del Código Procesal 
Penal en su 1er. párrafo, las vías impugnativas proceden sólo en los casos y medios expresamente establecidos por la ley. 

Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra una resolución por la cual se rechaza la ex-
cepción de litispendencia opuesta con el fin de evitar la prosecución de la querella, pues el pronunciamiento recurrido no es 
sentencia definitiva ni resolución equiparable a ella, es decir, que imposibilite la continuación del proceso, provoque agra-
vios de imposible o insuficiente reparación ulterior, o lo decidido en ella revista gravedad institucional. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLA POR CALUM-
NIAS E INJURIAS CONTRA JORGE FEDERICO BENJAMÍN MÉNDEZ INTERPUESTA POR SOFÍA S.A., EDICIO-
NES FLORENCIA S.A., HAENDEL S.A. Y EL TATA S.A. – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.484/11)  
(Tomo 163: 851/856 - 29 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN.  Inadmisibilidad formal. Taxatividad de los recursos, resolución que rechaza oposición al 

cómputo de pena del imputado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 30/32 vta. 
DOCTRINA: El cómputo de la pena no constituye un pronunciamiento judicial susceptible de pasar en autoridad de cosa 
juzgada, sino una actividad actuarial cuya aprobación se produce de pleno derecho, por ministerio de la ley, por el transcur-
so del término contemplado en el artículo 502 del Código Procesal Penal, por lo que el recurso de casación no se presenta 
como el más adecuado a esos fines atento que debe cumplir diversas etapas procesales que conllevan un lapso mayor. 

En virtud del principio de taxatividad de los recursos consagrado por el artículo 443 del Código Procesal Penal, en 
su 1er. párrafo, las vías impugnativas proceden sólo en los casos y medios expresamente establecidos por la ley. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra Galli.  CAUSA: C/C ÁVALOS, 
JORGE SEBASTIÁN; LIZONDO, MIGUEL ROGELIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.734/11)  (Tomo 
163: 1079/1084 - 01 /marzo/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inexistencia del acto de parte. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la inexistencia procesal del escrito de fs. 719/722. 
DOCTRINA: Todo escrito firmado únicamente por el letrado patrocinante constituye un acto jurídicamente inexistente, 
insusceptible de convalidación. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C 
FERNÁNDEZ, FEDERICO ALBERTO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 35.193/12)  (Tomo 163: 129/132 – 
31/enero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Interés de recurso. Prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 737/739 vta. II. ORDENAR 
que bajen los autos a la Cámara Segunda en lo Criminal, del Distrito Judicial del Centro, a fin de que proceda a constatar, 
mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido la 
prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: El trámite del recurso debe suspenderse para que en la instancia originaria se resuelva sobre la vigencia de la 
acción toda vez que ello puede plantearse en cualquier estado del proceso, conforme a lo indicado en el art. 324 del C.P.P. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C FERNÁNDEZ, 
FRANCISCO ARGENTINO; MIRABELLA, JORGE DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 31.668/08)  
(Tomo 163: 599/604 - 16 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Intervención de menores de edad. Reincidencia 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos a fs. 
231/234 vta. 
DOCTRINA: Del modo en que ha sido establecido el art. 41 quater del C.P., el delito se agrava ante la concurrencia de 
actos típicos, de colaboración o auxilio realizados por el menor, su fin es desalentar la llamada “delincuencia juvenil” y no 
requiere que el mayor demuestre la intención de procurar su impunidad ni se limita a los casos de autoría mediata. 
      El art. 50 del C.P. no se opone a ninguna norma de jerarquía constitucional. Ello es así, esencialmente, porque 
cometido un segundo hecho culpable –y así declarado por sentencia judicial- a efectos de la pena, el nuevo delito demuestra 
la mayor peligrosidad y criminalidad del sujeto –conceptos propios del estadio de individualización penal- y ello encuentra 
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sustento en lo preceptuado en el art. 1º de la ley 24660 en absoluta concordancia con los arts. 5.6 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos y 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, instrumentos de jerarquía 
supralegal (art. 75, inc. 22 de la C.N.) que vienen a proclamar expresamente los fines de prevención especial de la sanción. 
 Además, ello surge de la modificación introducida por ley 23057 al instituto en cuestión, cuyos fundamentos y 
consecuencias son absolutamente diferentes a las de la llamada “reincidencia múltiple” (art. 52 del C.P.), puesto que no 
importa una doble sanción y bajo ningún aspecto implica soportar una accesoria al margen del hecho culpable condenado. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini. CAUSA: C/C LUJÁN, 
GONZALO EMANUEL; MONTES, EZEQUIEL FEDERICO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.256/11)  
(Tomo 163: 589/598 – 16/febrero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Juicio Abreviado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 182/186 y, en su mérito, declarar la 
nulidad de la sentencia de fs. 163/164 vta.  
DOCTRINA: (Mayoría) En tanto el resultado del juicio abreviado es el posible dictado de una sentencia condenatoria, el 
presupuesto para su viabilidad no puede alterar las reglas establecidas al efecto por el Código Penal y, en cuanto ese pro-
nunciamiento debe partir de la conformidad prestada por las partes, razones de igualdad exigen que la procedencia de este 
procedimiento especial sea supeditada a que el pedido concreto del Fiscal no supere los seis años de pena privativa de liber-
tad. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Posadas) 

    (Minoría) El procedimiento abreviado importa una alternativa para la simplificación del proceso penal, con la con-
siguiente economía de recursos humanos y técnicos; debido a que a través del trámite abreviado el imputado y el fiscal 
llegan a un acuerdo, por el cual se evita una de las etapas fundamentales del proceso penal: el plenario. 
        Sin embargo, si no existe el acuerdo, o se frustró o el imputado se opone no puede imprimirse trámite abreviado al 
proceso penal, y este escollo resulta insalvable, debido a que de lo contrario se afectaría insanablemente la garantía funda-
mental del debido proceso adjetivo. El proceso penal nunca puede quedar librado al azar, sino que sus formas sacramenta-
les, no carecen de significación, por el contrario, garantizan que la defensa pueda ejercerse en plenitud, y por sobre todas las 
cosas brindan la posibilidad de conocer acabadamente los fundamentos de la imputación y a qué proceso atenerse. Si se 
frustró el acuerdo con el imputado, no podía haberse seguido adelante, debido a que la inobservancia de las formas provoca 
insanablemente la nulidad de todo lo actuado. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C BENGO-
CHEA, JUAN DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.051/10)  (Tomo 163: 1041/1058 - 01 /marzo/ 
2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN.  Lesiones culposas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 73/75. 
DOCTRINA: En los tipos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, siempre que sea 
previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción del resultado, lo que equivale a 
decir que se hace necesario determinar si entre la conducta del agente y el hecho existe un nexo de causalidad en tanto sólo 
se justifica atribuir el resultado si éste fue causado por una conducta descuidada y por ello antijurídica. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
RODRÍGUEZ, JOSÉ SERGIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.795/10)  (Tomo 163: 01/08 - 
29/diciembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Libertad probatoria. Violación de domicilio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 397/40l.  
DOCTRINA: En nuestro sistema procesal rige el sistema de libertad probatoria (art. 201 del C.P.P.), y el de libre convicción 
del juez o sana crítica racional indicados por la ley (arts. 230 “in fine", 252 inc. 4° "in fine" Y 403 3er. párr. del C.P.P.). Ello 
implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valo-
rarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
          Para la configuración del delito de violación de domicilio basta el mero ingreso al lugar contra la voluntad expresa o 
presunta de quien tenga derecho a excluirlo. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Ferraris, Vittar  (Tribunal en Feria).  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C GUANCA, 
ROBERTO OMAR RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.606/11)  (Tomo 163: 69/80 – 06/enero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Pericia psiquiátrica. Valoración. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 233/236 y, en su mérito, declarar la 
nulidad de la resolución de fs. 220 y vta. y ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías en feria para 
que continué la causa según su estado. 
DOCTRINA: La psiquis del autor es una cuestión que se rige por principios relativos que determinan un marco en que la ley 
y el juez están estrechamente vinculados a la labor desenvuelta por otra ciencia ajena al derecho, cuyo ámbito de estudio 
específico excede el conocimiento jurídico. En ese orden de cosas, se ha caracterizado a la pericia psiquiátrica como un 
medio de prueba trascendental que impone una especialización comprobada de los peritos en la rama científica correspon-
diente; razón por la cual, a la luz de la sana crítica racional, para apartarse de ellos el juez debe extremar su motivación con 
una expresa mención de las conclusiones que surjan del cotejo de los elementos subjetivos, objetivos, intelectivos y voliti-
vos del acto y de su correlación con otras constancias de la causa, y no puede desechar, en ningún caso, la opinión de los 
expertos sin fundamentos válidos que así lo autoricen. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Vittar  (Tribunal en feria).  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C AQUINO, PABLO 
GUILLERMO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.298/11)  (Tomo 163: 121/128 - 
13/enero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción, contravención. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 48/50. II. ORDENAR que 
bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de que se expida sobre la prescripción 
de la acción.  
DOCTRINA:  (Mayoría) Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir, ya que no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han quedado abs-
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tractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico y a ello no escapa la posible extinción de 
la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Ferraris, Vittar y Cornejo) 

            (Minoría) En el procedimiento contravencional previsto para nuestra Provincia –hasta tanto no se pongan en fun-
cionamiento los juzgados creados por la ley 7135- “la resolución de instancia originaria sigue actualmente siendo una facul-
tad del Jefe de Policía y puede controvertirse mediante apelación, tal como lo ha hecho en este caso el interesado, obtenien-
do el correspondiente pronunciamiento del Juez Correccional en su condición de tribunal de alzada, con lo que se completa 
el acceso a la doble instancia”. 
      Con la resolución dictada por el Juzgado Correccional y de Garantías se concreta el proceso por el cual el Estado 
provincial persigue las faltas contravencionales (acción contravencional). A partir de ese momento, de haberse confirmado 
la sanción impuesta por el Jefe de Policía, se agota el cómputo del término para el ejercicio de la acción y comienza a regir 
el de la prescripción de la pena (art. 41, segundo párrafo de la ley 7135). 
       Ahora bien, a pesar de encontrarse con ello agotadas las instancias recursivas, esta Corte admitió excepcionalmente 
una ulterior impugnación, siendo su intervención al solo efecto de analizar un concreto planteo de inconstitucionalidad por 
arbitrariedad de lo fallado por el Juez Correccional, en función de la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación en el caso “Di Mascio”. 
 Lo expuesto pone de manifiesto que en el procedimiento en cuestión este Tribunal no deviene en “tercera instan-
cia”, sino que interviene como último intérprete local de la Carta Magna, siempre y cuando se vea afectada la supremacía 
constitucional. Lo que con ello se quiere señalar es que la vía intentada no configura una instancia más (ordinaria) que se 
agregue a las propias de cada juicio. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y Díaz) 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: RIVAINERA, MARTA SILVINA; ALCOBA, ANALÍA VERÓNICA; CASTILLO, MARÍA ANGÉLICA; ALBOR-
NOZ; ROSA CARMEN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.441/10)  (Tomo 163: 269/276 - 01 /febrero/ 
2012). 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, actos interruptivos, juicio correccional.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 186/190 vta. y, en su mérito, anular la 
condena impuesta a Antonia Regina Romano en el punto II de la sentencia de fs. 179 vta., cuyos fundamentos obran a fs. 
180/185. II. ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Primera Nominación, a fin de que se 
proceda a constatar, mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria que 
haya interrumpido la prescripción de la acción penal promovida por el delito de amenazas en la causa original COR Nº 
69.930/09, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: En procesos que no prevén etapa de instrucción, la causal prevista en el inciso b del artículo 67 del Código 
Penal no tiene aplicación directa ni, tampoco, encuentra otra actividad procesal similar que satisfaga los presupuestos y 
fundamentos que inspiraron su instauración. 
           No cabe equiparar el decreto de fijación de audiencia de debate al primer llamado a prestar declaración indagatoria, 
y la única causal interruptiva de la prescripción en la etapa de juicio correccional, es el decreto de citación a juicio. 
           Si el término de prescripción de la acción penal se cumplió en la causa antes del dictado de la sentencia, esa deci-
sión posee un vicio que exige su anulación. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C ROMANO, 
ANTONIA REGINA – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 34.291/11)  (Tomo 163: 663/668 - 16 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción. Interrupción; primer llamado a indagatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 348/353 y, en su mérito, dejar sin 
efecto la resolución de fs. 337/338 vta. y ordenar al Juzgado Correccional y de Garantías de Primera Nominación que dicte 
un nuevo pronunciamiento con arreglo a la presente. 
DOCTRINA: A los efectos de establecer el preciso alcance del acto procesal al que alude el inc. b del art. 67 del C.P., y sin 
perjuicio de los cuestionamientos que han efectuado la doctrina y la jurisprudencia sobre su entidad interruptora, debe tener-
se en cuenta que lo que incide en el curso de la prescripción es el perfeccionamiento de la voluntad del órgano judicial de 
convocar al imputado, con independencia del éxito de esa decisión o de los avatares que puedan producirse en el proceso en 
que se intenta hacerla efectiva. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez , Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C 
ACOSTA, JUAN ALFREDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.379/10)  (Tomo 163: 55/62 – 
29/diciembre/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Principio de la duda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 122/126 vta. y, en su mérito, dejar sin 
efecto la condena impuesta a César Alberto Molina en la sentencia de fs. 81 vta./82 y disponer su absolución. 
DOCTRINA: Si de la apreciación cumplida en esta instancia se observa que el tribunal de juicio no contaba con elementos 
suficientes para fundar el estado de certeza necesario para condenar, corresponde reconocer a las resultas de la etapa plena-
ria válidamente cumplida que el imputado debe ser absuelto por el beneficio de la duda. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.   DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C MOLI-
NA, CÉSAR ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.483/10)  (Tomo 163: 935/942 - 29 /febrero/ 
2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Régimen de nulidades; principios. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 656/666. 
DOCTRINA: Ninguna nulidad puede tener un fin en sí mismo y esta grave sanción debe obedecer siempre a la existencia de 
un interés, lo cual, supone la violación de una formalidad legal y la demostración de que mediante ella la parte experimenta 
un perjuicio. En el proceso penal rige el principio de preclusión y, especialmente, en materia de nulidades, el de caducidad a 
punto tal que la falta de oportunidad del pedido nulidificante produce su subsanación. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano.  (Tribunal en Feria).  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C NIEVAS, JUAN JE-
SÚS – RECURSOS DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.075/10)  (Tomo 163: 99/106 - 12/enero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Robo con Arma (art. 166 inc. 2º, 1er supuesto del C.P.). Sana Crítica Racional; libertad 

probatoria; deber de motivación.   
CUESTIÓN RESUELTA: . HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 337/339 vta. y, en su 
mérito, absolver a Sebastián Rodrigo Emanuel Falcone de los delitos de daños calificados (art. 184, inc. 1º del C.P.) y daños 
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(art. 183 del C.P.), y a Luciano Martín Humberto Falcone sólo por el primero de los hechos, confirmando sus condenas en 
todo lo demás. II. SUSTITUIR la pena impuesta a Sebastián Rodrigo Emanuel Falcone por la de seis años de prisión, y la de 
Luciano Martín Humberto Falcone por la de cinco años de prisión.  
DOCTRINA: La ley no impone normas generales para comprobar los hechos ilícitos, ni fija en abstracto el valor de cada 
prueba, dejando a criterio del sentenciante la libertad de admitir la que tenga por útil y conducente a los fines del proceso, 
asignándole, dentro de los límites fijados por la razonabilidad, el valor que poseen para la determinación de los hechos. 
     El deber de motivación establecido en la legislación procesal impone que se evalúen todos los elementos probato-
rios incorporados a la causa, para lo cual el juez ha de exponer el modo en que a partir de ellos se llega a una determinada 
conclusión y explicar por qué se hacen prevalecer algunos de esos elementos sobre otros; no puede considerarse obviado el 
método de la sana crítica, si la selección de la prueba no es arbitraria sino que cumple con motivos razonables y explícitos, 
ajustados a la lógica. 
     Para que para que exista robo agravado por el uso de armas, deben reunirse dos requisitos: uno es el efecto intimi-
dante en la víctima y el otro que ese efecto tenga un correlato real, en cuanto se ha corrido efectivo riesgo de que esa arma 
sea empleada como tal. El arma es considerada desde el punto de vista del poder intimidante que ejerce sobre la víctima. 
     Cuando el sujeto activo de un desapoderamiento compulsivo (robo) que dispone de un arma la hace conocer a su 
víctima cualquiera sea el modo (blandiéndola o mostrándola), logra con ello vencer más fácilmente la resistencia al despojo. 
Crea con tal actitud un mayor riesgo hacia el agraviado y a la vez simplifica su labor delictiva. Es en esa interacción de 
sujeto activo y pasivo, uno dueño de la situación controlándola con un plus de violencia que es la tenencia del arma útil y la 
víctima dominada por el peligro al que es expuesta, donde se advierten las ventajas o facilidades que aquél obtiene para 
delinquir, que justifican plenamente la aplicación de la figura agravada. 
      El empleo de un arma como elemento calificante del robo no sólo puede demostrarse mediante su secuestro. Es 
claro que este procedimiento permite adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstancia calificante, pero el 
principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente aludidos por la ley, da un 
margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier elemento razonablemente apto para esta-
blecer la verdad. 
     El beneficio de la duda es consecuencia directa y necesaria del estado de inocencia, el que además de estar previsto 
en el art. 4º del C.P.P. encuentra expreso amparo constitucional en el art. 20 de nuestra Constitución Provincial y surge de 
las garantías establecidas por el art. 18 de la Constitución Nacional y de los demás instrumentos internacionales incorpora-
dos por el art. 75 inc. 22 de ese cuerpo normativo. 
     Esta Corte tiene vedado asignar crédito o restárselo a una prueba producida en la audiencia de debate que el tribu-
nal de juicio conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las 
normas de la sana crítica racional, o que no se halle acompañada de fundamento alguno. 
      El sistema de sana crítica racional y el deber de motivación de la sentencia imponen al juez una apreciación inte-
gral y equilibrada de la prueba, y ello demanda que ante la discrepancia entre los diversos elementos de convicción reunidos 
en la causa, la decisión de hacer prevalecer aquellos que se consideran de mayor valor para la demostración del hecho, deba 
ir necesariamente acompañada de la exposición de las razones de esa prevalencia y si de la apreciación cumplida en esta 
instancia se observa que el tribunal de juicio no contaba con elementos suficientes para fundar el estado de certeza necesario 
para condenar, corresponde reconocer a las resultas de la etapa plenaria válidamente cumplida que el imputado debe ser 
absuelto por el beneficio de la duda. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C FALCONE, LUCIANO MARTINI HUMBERTO; FALCONE, SEBASTIÁN RODRIGO EMANUEL – RECUR-
SO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.108/10)  (Tomo 163: 133/148 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Robo; consumación. Libertad probatoria; incorporación al debate de declaraciones por 

lectura. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación deducidos a fs. 1170/1177 vta. y fs. 
1178/1184.  
DOCTRINA: El empleo de un arma como elemento agravante del robo no sólo puede demostrarse mediante su secuestro. 
Es claro que este procedimiento permite adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstancia calificante, pero el 
principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente aludidos por la ley, da un 
margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier elemento razonablemente apto para esta-
blecer la verdad. 
           Si las declaraciones de la víctima prestadas en la instrucción fueron incorporadas al debate sin oposición alguna por 
lectura (arts. 396 y 397 del C.P.P.), lo que constituye facultad del tribunal, no cabe acoger los agravios relativos a la valora-
ción de dichas evidencias. 
           El delito de robo se consuma cuando el bien sale de la esfera de poder y de vigilancia del tenedor para pasar a la del 
agente, cualquiera sea el tiempo en que el mismo se mantenga en su poder de hecho. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C AVENDAÑO, GABINO SIXTO; SORIANO, NÉSTOR EMILIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 
34.408/11)  (Tomo 163: 449/462 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sana crítica racional; indicios. Homicidio agravado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 1639/1642, 1634/1646 y 
1656/1664 vta. 
DOCTRINA: La acumulación de indicios y su correlación entre sí permite llegar a un juicio de certeza apropiado, si la su-
matoria de éstos, que individualmente pueden tener explicaciones compatibles con otras hipótesis fácticas, en su valoración 
global permiten ir descartar la probabilidad de que de ellos surja una situación distinta a la imputación. 
        La alevosía exige el aprovechamiento de una situación de indefensión de la víctima por parte del agente a efectos 
de actuar sobre seguro o sin riesgos para su persona. 
        El art. 80 inc. 2º del C.P. requiere el concurso premeditado de al menos tres personas. Ello surge de la misma re-
dacción del artículo, al decir que la pena de reclusión o prisión perpetua se aplicará “al que matare con el concurso premedi-
tado de dos o más personas”, lo que supone que a la acción del agente debe sumarse la concurrencia de otras dos personas 
como mínimo. 
     La viabilidad de un pronunciamiento contrario a la acusada requiere un convencimiento razonable, alcanzado me-
diante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable. (Del voto de 

los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar y Díaz) 
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La sentencia de condena y, por ende, la aplicación de una pena, sólo puede estar fundada en la certeza del tribunal 
que falla acerca de la existencia de un hecho punible atribuible al acusado. Precisamente, la falta de certeza representa la 
imposibilidad del Estado de destruir la situación de inocencia construida por la ley, que ampara al imputado, razón por la 
cual ella conduce a la absolución inexorablemente. Ello por cuanto, cualquier otra posición del juez respecto a la verdad, la 
duda o aun la probabilidad, impiden la condena y desembocan en la absolución. 
      Toda conducta dolosa tiene un aspecto intelectual y otro rasgo volitivo. El rasgo intelectual comprende el conoci-
miento actual de todas las circunstancias objetivas del hecho del tipo legal, y la faz volitiva es la voluntad incondicional de 
realizar el tipo penal. 
      En principio, lo referente a la determinación del monto de la indemnización debida a la víctima de un delito, con-
forme al art. 29 del C.P., es del resorte exclusivo de los jueces de los hechos, es decir, integra lo que constituyen los poderes 
discrecionales del tribunal de sentencia y se encuentra excluido del control de casación que corresponde a esta Corte, siem-
pre que los mismos sean ejercidos dentro de los límites de la autorización legal.      
     La determinación del monto del perjuicio no está sujeta a las exigencias probatorias del proceso civil, por lo que no 
se exige plena prueba. (Del voto de los Dres. Cornejo, Catalano y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano. DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C LÓPEZ, RAMÓN LUCIANO; MOYA, IGNACIO; SALTO, ISIDORA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
33.133/09)  (Tomo 163: 365/396 – 01/febrero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sana crítica racional. Patria potestad. Antijuridicidad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 148/152. 
DOCTRINA: En nuestro sistema procesal rige el sistema de libertad probatoria (art. 201 del C.P.P.), y el de libre convicción 
del juez o sana crítica racional indicados por la ley (arts. 230 “in fine”, 252 inc. 4º “in fine” y 403 3er. párr. del C.P.P.). Ello 
implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valo-
rarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
     El ejercicio de la patria potestad encuentra como límites infranqueables a las garantías y derechos que, esencial-
mente en el seno familiar, amparan a todo niño. Estos derechos y garantías han alcanzado rango supra legal con la incorpo-
ración a la Constitución Nacional, a través de su art. 75 inc. 22, de la Convención sobre los Derechos del Niño; la cual, 
especialmente, prohíbe el maltrato o descuido por parte de sus padres, imponiendo a éstos la responsabilidad primordial de 
su crianza y desarrollo basada, fundamentalmente, en el interés superior del niño (arts. 9º, 18 y cc.), y en total armonía, el 
art. 278 del Código Civil establece que “El poder de corrección debe ejercerse moderadamente, debiendo quedar excluidos 
los malos tratos, castigos o actos que lesionen o menoscaben física o psíquicamente a los menores”. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano. DOCTRINA: Dr. Martini. CAUSA:  
C/C MAIDANA VILLARTE, GROVER SANTOS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.757/10)  (Tomo 163: 
257/268 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sentencia. Unidad procesal. Continuidad del debate. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 96 y vta. y, en su mérito, declarar la 
nulidad de la sentencia de fs. 113 vta., cuyos fundamentos obran a fs. 86/90, y remitir las actuaciones al Juzgado Correccio-
nal y de Garantías que por orden corresponda a fin de que, previo a sustanciar la correspondiente audiencia de debate, dicte 
nueva sentencia en consecuencia. 
DOCTRINA: Aun cuando, por excepción, la ley permite separar el acto de la sentencia en dos instrumentos distintos –
dictado del fallo propiamente dicho y asiento por escrito de sus fundamentos-, éstos conforman un único acto procesal que 
es, por cierto, inseparable y refleja una sola realidad jurídica. 
     La premisa es cardinal y sintetiza la máxima formal que establece la “unidad entre el debate y la sentencia”. 
     En ese contexto la falta de acatamiento de las normas que garantizan la continuidad del debate genera una afecta-
ción del debido proceso, en tanto resulta claro que lo que aquí está en juego no es sólo la aplicación de las pautas sobre 
nulidades genéricas contempladas en el art. 162 del C.P.P., sino la observancia de un aspecto que hace a la justificación 
misma de la existencia del juicio oral y público, como modo de definición del proceso penal que se estima más adecuada a 
la consecución del valor justicia. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA:  C/C QUIROGA, MARCELO HUGO – RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. Nº CJS 33.787/10)  (Tomo 163: 
397/404 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento dictado por la Cámara en el Criminal. Objeto procesal; límite.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 7/8 vta. y, en su mérito, declarar la 
nulidad de la resolución de fs. 5/6 y ordenar que, previo a todo trámite, bajen los autos al Juzgado de Instrucción Formal de 
Cuarta Nominación a efectos de que éste disponga en lo relativo al supuesto delito de amenazas investigado en la causa. 
DOCTRINA: (Mayoría) Le está vedado a la Cámara en lo Criminal expedirse sobre un hecho que no es materia del proce-
samiento y tampoco del requerimiento de juicio, en virtud del principio “ne procedat iudex ex officio”. (Del voto de los 

Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas) 

       (Minoría) Corresponde dejar sin efecto la resolución que dispone el sobreseimiento, si no se cuenta con informa-
ción fehaciente que permita descartar con el grado de certeza requerido para la emisión de un pronunciamiento liberatorio 
definitivo, que el acusado no incurriera en actividad delictiva durante el plazo de prescripción. (Del voto de los Dres. Vittar, 

Díaz) 

      La prescripción en materia penal es de orden público, debe ser declarada de oficio por el tribunal, y resuelta en 
forma previa a la decisión sobre el fondo. A ello cabe consignar que, conforme lo dispone el art. 324 del C.P.P., correspon-
de sea decidida en cualquier estado del proceso. (Del voto de los Dres. Díaz) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C CHA-
VARRÍA ONTIVEROS, EDUARDO JOSÉ – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.026/10)  (Tomo 163: 
1071/1078 - 01 /marzo/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, homicidio culposo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR  al recurso de casación interpuesto a fs. 60/73 vta. y, en su mérito, revocar la 
resolución de fs. 51 y vta. y su aclaratoria de fs. 53 y ordenar que bajen los autos al Juzgado de Menores de Segunda Nomi-
nación, para que se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a la presente. 
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DOCTRINA: Procede la suspensión del juicio a prueba en los casos de delitos de homicidio culposo, siempre que se satis-
fagan los fines de prevención especial protegidos, para lo cual es necesario que el imputado reúna todos los requisitos exigi-
dos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo necesario y, además, consienta que –cumplido di-
cho plazo- los efectos previstos en el 4º párrafo del artículo 76 ter. del Código Penal procederán a resultas de la valoración 
que efectué en ese momento el magistrado respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta de conformidad al 2º 
párrafo del artículo 20 ter del Código Penal. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano y Ferraris) 

          Procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos  reprimidos con pena de inhabilitación, siempre que el 
imputado acepte la imposición de la regla de conducta  enderezada a neutralizar su probable incompetencia. El principio 
“pro homine” impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde  al ser humano, por lo que el criterio que 
limita el alcance del beneficio previsto en el artículo 76 bis del Código Penal a los delitos que tienen prevista una pena de 
prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años, se funda en una exégesis irrazonable de la norma. (Del voto del 

Dr. Cornejo) 

          No corresponde otorgar la suspensión del juicio a prueba si los delitos imputados se encuentran reprimidos con 
pena de inhabilitación, en virtud de lo expresamente dispuesto en último párrafo del art. 76 bis del Código Penal. (Del voto 

de los Dres. Posadas, Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: GARCÍA 
ECHEVERRÍA, PABLO ANTONIO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CA-
SACIÓN (Expte. Nº CJS 33.177/10)  (Tomo 163: 753/778 - 22 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Tentativa de homicidio; dolo; certeza para condenar. Individualización judicial de la pena, 

principio de congruencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 602/604 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de homicidio en grado de tentativa y no de lesiones, 
como pretende la defensa, si solamente insistió en la ausencia del dolo requerido para la figura del homicidio, pero en nin-
gún momento desmintió el hecho ni probó los motivos para desvirtuar al tribunal de juicio, en cuanto a que razonable e 
inexorablemente, se debió haber figurado que un cuchillo es un arma blanca idónea para provocar la muerte, y las asercio-
nes expuestas en la sentencia en cuanto a la fiereza y modo comisivo del autor respecto de la indefensión de la víctima, no 
hacen más que corroborar el sentido axiológico de la decisión. 
         Es justa la pena impuesta conforme a las claras pautas que brinda al efecto el artículo 41 del Código Penal y el 
tribunal ponderó que el bien jurídico amenazado es la vida humana, porque por el resultado sólo puede hacerse responsable 
a aquel que lo haya causado, con prescindencia de los medios que utilizó. (Del voto de los Dres. Cornejo y Ferraris) 

       El acusado es responsable del delito de homicidio en grado de tentativa, si el tribunal arribó al juicio de certeza 
sobre el designio homicida a partir de un análisis de las pruebas acorde con los principios de la lógica, la psicología y la 
experiencia y consideró el accionar del imputado como voluntario y ejecutado de un modo que podía razonablemente pro-
ducir la muerte, con lo cual descartó que su intención fuera la de simplemente lesionar, como adujo la defensa. 
 Es justa la pena impuesta si el tribunal respetó las pautas establecidas en los artículos 40 y 41 del Código Penal, y 
el monto establecido guarda relación con la calificación del delito, sin que se aprecie afectación alguna del principio de 
congruencia y del derecho de defensa en juicio. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Díaz y Catalano) 

Conforme el precedente “Amodio” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Fallos, 330:2658, la potestad del 
órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los arts. 40 y 41 del C.P. no se encuentra limitada por el concreto pedido 
de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. Ello implica que la imposición de una pena mayor a la solicitada por el 
Ministerio Público Fiscal, no constituye agravio constitucional y, por ende, no viola las exigencias de ese índole sobre las 
formas sustanciales del juicio, relativas a la acusación defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. (Del voto 

de los Dres. Vittar y Catalano) 
         La sentencia cuenta con motivación suficiente, acorde a las reglas de la sana crítica racional, si el tribunal de mérito 
arribó a su juicio incriminatorio con suficientes elementos de convicción y logró expresar con claridad y ajustados razona-
mientos los motivos por los cuales llegó a ese estado de certeza, conectando cada indicio con adecuada lógica y basándose 
en las pautas que dictan la experiencia y la psicología, no vislumbrándose errores en esa formulación que permitan descali-
ficar la sentencia como acto jurídico válido. 
         El dolo homicida del imputado se encuentra acreditado, si la víctima fue perseguida aproximadamente por media 
cuadra y los golpes con el arma habían sido ya suficientes para quitar la vida, produciendo un profuso sangrado y provocan-
do el shock hipovolémico. 
         La conducta típica de matar a otro se da cuando conscientemente se llevan a cabo actos físicamente eficientes para 
quitar la vida, no dependiendo ello de las mayores o menores posibilidades de intervención científica posteriores al hecho 
que puedan servir para evitar el resultado fatal. 
        Si por una causa ajena a la intención del agente se logra reanimar a la víctima y evitar su muerte, el hecho, aunque 
no se haya consumado (porque no se dio el resultado querido por el tipo) de todas formas es castigado por haber comenzado 
su ejecución. 
       Corresponde modificar la pena impuesta si el tribunal se excedió del monto solicitado por el Ministerio Público 
Fiscal. 
       El tribunal de juicio encuentra un límite infranqueable en el pedido concreto de pena realizado por el Ministerio 
Público Fiscal. (Del voto de la Dra. Garros Martínez) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAU-
SA: SERRANO, LEONARDO ALBERTO; QUIPILDOR RODRÍGUEZ, RENZO JAVIER; ONTIVEROS, NICOLÁS 
SAMUEL ANTONIO; FERREYRA, SANTIAGO MATÍAS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.054/10)   
(Tomo 163: 193/208 – 01/febrero/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Tentativa de homicidio. Individualización judicial de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 515/519 vta. y 522/528. 
DOCTRINA: Debe calificarse al hecho como tentativa de homicidio y no como lesiones graves, si los elementos reunidos 
en la causa, revelan que, de manera artera, el acusado aplicó un poderoso golpe a la víctima destinado a interesarle una zona 
vital con un elemento cortante, idóneo para seccionar vasos sanguíneos que allí se concentran y ocasionar la muerte. 
         De acuerdo a nuestro ordenamiento jurídico, el dolo requerido por la tentativa es el directo. 
           La imposición de una pena mayor a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal que se encuentre dentro del mar-
gen legal, no constituye agravio constitucional y, por ende, no viola las exigencias de esa índole sobre las formas sustancia-
les del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. 
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TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA:  C/C FLORES, MIGUEL ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.039/10)  (Tomo 163: 419/430 - 01 
/febrero/ 2012) 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de reposición interpuesto a fs. 212/ 214 de autos. 
DOCTRINA: Contra las sentencias dictadas por la Corte, sea por competencia originaria o derivada, no procede recurso 
alguno en el orden local y sólo son impugnables por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante el recurso 
extraordinario federal. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA:  C/C CAHUA-
SIRI, EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.396/11)  (Tomo 163: 1065/1070 -01 /marzo/ 2012) 
 
RECURSO DE REVOCATORIA. Revocatoria “in extremis” 

CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el planteo de fs. 61/63. II. RECOMENDAR a la Cámara Segunda en lo Criminal 
que con la mayor premura posible imprima el trámite necesario a efectos de llevar a cabo la audiencia de debate en la causa. 
DOCTRINA: Contra las resoluciones dictadas por esta Corte, sean de competencia originaria o derivada, no cabe recurso 
alguno en el orden local. 

La revocatoria “in extremis” constituye una excepción a esa regla que reviste inusitado carácter extraordinario y só-
lo procede cuando media la posibilidad de la consumación de una grave injusticia como derivación de un yerro judicial; el 
remedio, además, debe ser opuesto mediante un planteo serio que contenga un concreto razonamiento que demuestre de 
manera indudable la concurrencia de aquellas circunstancias. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C SPEI-
CHER, LUIS MARIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
Nº CJS 33.614/10)  (Tomo 163: 711/714 - 16 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Agravio constitucional 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 433/436 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría) La imposición de una pena mayor a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal no constituye 
agravio constitucional y, por ende, no viola las exigencias de esa índole sobre las formas sustanciales del juicio relativas a la 
acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. 

El recurso extraordinario, en tanto vía impugnaticia especial, está dirigido a un objetivo concreto y restringido: re-
parar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional resulta la base del recurso. 
(Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Posadas) 

(Minoría) Corresponde admitir el recurso extraordinario federal si cumple con las exigencias de forma y pone de 
manifiesto una cuestión constitucional suficiente. (Del voto de la Dra. Garros Martínez) 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C FLORES, OMAR ALFREDO; CARI, DIEGO OMAR; GARCÍA, FANOR ALBERTO – RECURSO DE CASA-
CIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 33.193/10)  (Tomo 163: 309/318 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Agravio constitucional 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 320/341. 
DOCTRINA: Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y 
la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que el fallo cuestionado lesiona 
determinadas garantías de la Constitución, si no se precisa ni demuestra en concreto cómo se ha operado efectivamente tal 
violación en la sentencia. 

Las cuestiones procesales resultan propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, cuando han 
sido resueltas con fundamentos bastantes para sustentar el pronunciamiento como acto judicial válido. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini. CAUSA: C/C WUSCOVI, JORGE 
EUGENIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.724/09)  (Tomo 163: 727/736 - 17 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Agravio constitucional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 34/46. 
DOCTRINA: Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y 
la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que el fallo cuestionado lesiona 
determinadas garantías de la Constitución, si no se precisa ni demuestra en concreto cómo se ha operado efectivamente tal 
violación en la sentencia. 

Las cuestiones procesales resultan propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, cuando han 
sido resueltas con fundamentos bastantes para sustentar el pronunciamiento como acto judicial válido. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: INCIDENTE DE NULIDAD PRESENTADO POR EL DR. MARTINI ESTRADA, DAMIÁN EN REPRESENTA-
CIÓN DE CHIRENO, CLARA CRISTINA – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
34.117/10)  (Tomo 163: 1013/1022 - 01 /marzo/ 2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Arbitrariedad. Gravedad institucionalidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 934/950 y fundado a fs. 969/982. 
DOCTRINA: No hay sentencia arbitraria si los agravios del recurrente sólo manifiestan su discrepancia con los criterios de 
selección y valoración de las pruebas que han utilizado los jueces de la causa para declarar autor penalmente responsable al 
acusado. La tacha de arbitrariedad es excepcional, y no procura sustituir a los jueces en asuntos que les son privativos, ni 
revisar el acierto con que ponderaron tal prueba, aunque se alegue error en la solución del caso. 

No basta la mera invocación, por parte del recurrente, de la gravedad institucional, sino que tal argumento debe ser 
objeto de un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indudable la concurrencia de aquella circunstancia. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAU-
SA: C/C ALCALÁ, CLAUDIO MARCELO – RECURSO DE CASACIÓN  (Expte. Nº CJS 28.161/05)  (Tomo 163: 
405/412 - 01 /febrero/ 2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Resolución impugnable. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la presentación de fs. 2971/2976. 



 16

DOCTRINA: Resulta manifiestamente improcedente el recurso extraordinario federal que contraviene las claras disposicio-
nes contenidas en el art. 14 de la Ley 48, norma que consagra a la vía intentada como un medio de impugnación contra las 
sentencias definitivas pronunciadas por los Tribunales Superiores de provincia en los casos que allí establece. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: C/C 
SARAVIA, PAULINO MIGUEL; SARAVIA, ELÍAS EMANUEL; GARNICA, NELSON MATÍAS; SORIA, RAFAEL 
ALBERTO; NIETO, FROILÁN FRANCISCO Y CEJAS, GABRIELA DEL MILAGRO - RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 32.080/08)  (Tomo 163: 27/32 – 29/diciembre/2011) 
 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de armas, consumación, secuestro de la “res furtiva”. 

Coautor. Motivación de la sentencia. Individualización judicial de la pena. 

CUESTIÓN RESUELTA:  I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 931/942 y 943/956 vta., y a 
la adhesión de fs. 1016 y vta. 
DOCTRINA: El delito de robo alcanza consumación cuando, ejerciendo fuerza o violencia, se ha violado la posesión ajena 
de la cosa que se encontraba bajo la custodia de su tenedor, sin que se requiera que la ilegítima apropiación se prolongue en 
el tiempo y mucho menos que se genere señorío. 
            La circunstancia de haber alejado las cosas del lugar del hecho a bordo de un automóvil, otorga el sustento necesa-
rio para considerar a la conducta típica como consumada. 
            El secuestro de la “res furtiva” en poder del acusado resulta una prueba altamente incriminante de su participación 
delictiva y además, ese medio de prueba permite adquirir la evidencia de más alto valor respecto a la circunstancia agravan-
te del robo; máxime si existe una inmediación temporal entre el delito y el efectivo accionar policial, lo cual fue objeto de 
pormenorizada descripción en la audiencia de debate por parte de los distintos funcionarios que intervinieron en el operati-
vo. 
            La sentencia que condena a los acusados como coautores del delito de robo calificado por el uso de armas de fuego 
presenta una motivación suficiente, si el tribunal ha efectuado una apreciación integral y equilibrada de las constancias de la 
causa acorde a las reglas de la lógica, la psicología y la experiencia común y ha ponderado que los acusados fueron deteni-
dos momentos después del hecho mientras circulaban en el automóvil que utilizaron al cometerlo y en posesión tanto de los 
objetos sustraídos como de las armas empleadas para amedrentar, según surge del acta de secuestro. 
             Las circunstancias que interesan al agravante del penúltimo párrafo del artículo 166 del Código Penal han sido 
constatadas y demuestran el peligro real corrido por las víctimas, si la aptitud para el disparo del arma de fuego secuestrada 
ha sido concretamente acreditada mediante el informe de balística obrante en la causa, incorporado oportunamente al debate 
y ratificado por el Licenciado en Criminalística.     
 La coautoría abarca a los que cometen actos típicamente consumativos y a quienes cumplen otros que ayudan o 
complementan dichos actos; requiere, subjetivamente, el ánimo de obrar en común, mientras, objetivamente, el coautor 
puede intervenir en forma igual a otros sujetos, o distinta, merced a la división de funciones. Por eso, es coautor de robo 
quien cumple actos típicamente consumativos como aquél que con su presencia en forma activa y concomitante, queriendo 
el hecho como obra propia, despliega actos que lo integran, incluido, particularmente, el sujeto que en fase indudablemente 
ejecutiva, aleja la “res furtiva” de la esfera de custodia de su dueño 
 Es justa la pena impuesta en la sentencia a cada uno de los coimputados, si se ajusta a los parámetros establecidos 
en los artículos 40 y 41 del Código Penal y, pese a los incidentes posteriores al hecho –demostrativos de una mayor peligro-
sidad- cuantitativamente se ubican en el límite menor fijado por la ley penal y responden a circunstancias que han sido con-
cretamente ponderadas por el tribunal de juicio. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli. CAUSA: C/C FAMILIAR 
TORRES, LUIS ALBERTO; NIEVE, ENZO SILVIO NICOLÁS; ROMERO, FACUNDO MATÍAS; SAAVEDRA, DA-
MIÁN EMANUEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.155 /10)  (Tomo 163: 691/704 – 16/febrero/2012) 


